Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE (Vaillant) (ad hoc).- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 13 y 30) 


Bienvenidos a la primera reunión de la Comisión Especial para el Seguimiento de la Situación 
Carcelaria de la Asamblea General del año 2007. 


En el Orden del Día, cumpliendo con el reglamento de funcionamiento de las Comisiones de la 
Asamblea General, figura la elección del Presidente y Vicepresidente de la Comisión, que debe hacerse en 
forma anual. 


Por lo tanto, daríamos unos minutos más para resolver la nueva integración de la Presidencia y 
Vicepresidencia de la Comisión, para luego recibir, como corresponde, al Comisionado Parlamentario. 


SEÑOR PENADES.- Francamente, a los representantes del Partido Nacional nos toma por sorpresa el hecho 
de que hoy se tenga que elegir al Presidente de la Comisión. Como es sabido, todo esto surge en virtud de los 
acuerdos políticos y no sé si ha habido algún tipo de conversación previa. 


Lo que yo propondría es que lo elijamos a usted "ad hoc" para presidir la sesión de hoy y en las 
próximas sesiones, luego de establecer los contactos políticos pertinentes, nos abocaríamos a designar la 
Mesa en forma definitiva, porque hoy el Partido Nacional no está en condiciones de proponer ningún nombre, 
ya que no sabemos qué le corresponde o no a nuestra colectividad política. 


Así que hago moción en ese sentido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no hay inconveniente respecto de la propuesta del señor Legislador Penadés, 
procederíamos de ese modo. 


Se pasa a considerar el asunto que motivó esta reunión con carácter urgente. Como ustedes saben, 
han sucedido acontecimientos particularmente graves, desde mi punto de vista, en la Cárcel de Rivera, lo que 
motivó que el Senador Moreira se comunicara conmigo telefónicamente pidiéndome la convocatoria de esta 
Comisión, que entendí correspondía. Así lo hemos hecho y ya invitamos al Comisionado Parlamentario para 
que nos informe de las gestiones realizadas en torno a este tema. 


Por lo tanto, si están de acuerdo, invitamos a pasar al Comisionado Parlamentario. 
(Ingresa a Sala el Comisionado Parlamentario, doctor Álvaro Garcé) 
Damos la bienvenida al Comisionado Parlamentario, doctor Álvaro Garcé. 


Tal cual le había sido adelantado, le solicitamos informes sobre las actuaciones por él realizadas 
vinculadas a los acontecimientos de intento de fuga y muerte de uno de los reclusos en el penal de Rivera. 


SEÑOR GARCE.- Buenas tardes a todos. 


El pasado viernes 2 de marzo concurrimos acompañados de la doctora Belando -asesora de nuestra 
oficina- para interiorizarnos de las circunstancias en que se produjo el fallecimiento de Cristian Martín Castaño 
Fernández en la madrugada del día 27 de febrero próximo pasado. 


Castaño Fernández era uruguayo, de 24 años, y estaba a disposición del Juzgado Letrado de 2” 
Turno de Rivera por tres delitos de hurto especialmente agravados, un delito de faena clandestina y un delito 
de homicidio muy especialmente agravado. Además, tenía pendiente una causa por dos delitos de rapiña en el 
Juzgado Letrado de Rivera, de 1er. Turno. 


Para que ustedes se hagan una idea de lo que esto significa, se trata de un cúmulo que podría 
llegar a la pena máxima, teniendo en cuenta que la pena mínima correspondiente al mayor de los delitos es de 
quince años. Por tanto, podría rondar en los veinticinco años de reclusión y con determinados beneficios, 
como la libertad anticipada, podía tener una expectativa de dieciocho o veinte años de reclusión por delante. 


Sin perjuicio de esto, era un recluso de muy buena conducta. Vimos su carpeta y no registraba 
ninguna sanción. Estaba procesado desde el 16 de mayo de 2004. 


Respecto a los antecedentes en la cárcel -estos eran los antecedentes personales y la situación del 
fallecido Castaño Fernández- la Cárcel Departamental de Rivera es uno de los establecimientos que integran 
un grupo antiguo de cárceles. Todavía subsisten ocho o nueve cárceles con esas características en el interior. 
Es un edificio de 1927 que consta fundamentalmente de tres pabellones. Existe además un pabellón 
femenino. 


Al día de hoy -según datos de hace media hora- aloja a 229 internos, incluyendo diez mujeres. La 
complicación que presenta esta cárcel es su mayor tamaño con relación a las otras cárceles obsoletas. 
Además, dado el perfil de algunos internos, reviste mayor peligrosidad respecto de otros reclusos de otras 
ciudades del interior. 


Esos tres pabellones no tienen celdario; no son celdas individuales. Son pabellones colectivos 
divididos internamente por una especie de tolderías. Esta es una estrategia precaria contra la superpoblación 
y el hacinamiento. En cada pabellón pueden alojarse razonablemente entre quince y veinte personas, pero 
hay alrededor de cincuenta o sesenta. Es decir que la relación de hacinamiento es de tres personas por cada 
plaza disponible del establecimiento. 


Tanto Castaño Fernández -el fallecido- como José Fernando Silveira Duarte -recapturado en el 
procedimiento- estaban alojados en el Pabellón 1, que es considerado el de los reclusos de mayor 
peligrosidad dentro del establecimiento. Una de las paredes de ese pabellón -ingresando a la izquierda- es 
lindera con una finca, y fue allí donde se hizo el boquete y se realizó el intento de fuga. Los reclusos 
demostraron tener exacto conocimiento de la porción de pared por donde se podía acceder al patio de dicha 
finca, ya que hicieron el boquete con absoluta precisión. 


Con respecto a la investigación, tal como dije, fue llevada a cabo el pasado viernes. La fecha fijada 
inicialmente coincidía con la elección del Presidente de la Cámara, el pasado jueves 10. de marzo, y como me 
pareció que era fundamental que estuvieran presentes los tres Diputados electos por el departamento -el 
Diputado del Gobierno y los de la oposición- como garantía de la regularidad y la transparencia del 
procedimiento, preferí aplazarlo veinticuatro horas para que todos pudieran estar presentes. Asistieron los 
señores Diputados Jorge Romero Cabrera y Guido Machado; por razones de agenda el Diputado Julio César 
Fernández excusó su asistencia, pero estuvo representado por su suplente, el Diputado Rubenson Silva. 


El objetivo de esta investigación era determinar si habían existido o no errores de procedimiento que 
fueran determinantes del resultado posterior. La facultad legal para hacer este procedimiento está dada por el 
inciso final del artículo 10 de la Ley No. 17.684, la Carta Orgánica del Comisionado Parlamentario, que 
dispone que cuando una cuestión se encuentra sometida a decisión judicial, el Comisionado debe interrumpir 
su actuación, pero esto no impide que prosiga la investigación al único efecto de determinar y resolver los 
problemas generales de procedimiento. Se trata de investigaciones que corren paralelas; las preguntas 
respecto al Juzgado y a la investigación administrativa que corresponde en la esfera policial pueden ser las 
mismas pero los objetivos son distintos. Para decirlo claramente, el Juez tiene sobre la mesa el Código Penal 
e investiga si un hecho con apariencia delictiva -la muerte de Castaño Fernández- constituye o no un delito y 
si hay elementos de convicción suficientes para responsabilizar a algún funcionario. Lo que debe hacer el 
Comisionado es investigar si ha habido o no errores de procedimiento para realizar -si así lo entendiera- 
recomendaciones a efectos de subsanar este tipo de problemas en el futuro. 


Durante el procedimiento -que duró prácticamente todo el día- se tomó declaración al señor Jefe de 
la Jefatura de Rivera, al Director de Coordinación Ejecutiva, al Director del establecimiento, a funcionarios 
policiales y a otros testigos, incluyendo a la vecina, propietaria de la finca por donde se produjo la salida de los 
internos. 


Al cabo del procedimiento llegamos a diez conclusiones, que vamos a plantear a la Comisión. 


Con respecto a los hechos puedo decir que, de acuerdo a lo que pudimos relevar, ha quedado 
demostrado que la primera noticia oficial que recibió la Jefatura de Policía fue que a la hora 20 y 30 del día 26 
de febrero la vecina -dueña de la finca cuyo patio tiene una pared que linda con el establecimiento- sintió 
ruidos que le llamaron la atención. Nosotros, junto a los señores Diputados, estuvimos en ese patio y pudimos 
apreciar la interacción que se da entre la cárcel y la vida familiar. En ese momento los reclusos estaban en el 
horario de recreo y jugaban un partido de fútbol y se podía escuchar que festejaban los goles; se produce una 
interacción bastante particular. Además, el hijo de la dueña de la finca nos decía que la pieza en donde tienen 
lugar las visitas íntimas da hacia la casa y que se escuchan los ruidos. Esto nos da una idea de la proximidad 
entre la cárcel y la vida familiar de estas personas. Le llamó la atención a la dueña de casa la insistencia de 
ruidos, que no eran los habituales: era como un raspado, una cantidad de golpes. Teniendo en cuenta que eso 
le llamó la atención, ella hizo un inmediato aviso a los dos funcionarios de guardia que estaban en la puerta de 
la cárcel, hora 20 y 30. Inmediatamente, vinieron dos policías que constataron los ruidos. Nosotros seguimos 
preguntando cómo se habían sucedido los hechos. El propio Jefe de Policía nos aseguró que él fue informado 
cerca de media noche. Su declaración coincide con la versión dada por el Director de Coordinación Ejecutiva, 
el Inspector Guedes, quien aseguró haber tenido conocimiento de los hechos a la hora 23 y 30 del día 26 y 
haber informado inmediatamente al señor Jefe de Policía. A la hora 22 y 30, el Director del establecimiento dijo 
que él había tenido noticia de que había un intento de fuga. Versiones que no pudimos constatar 
fehacientemente hablaban de que en el pabellón femenino habían advertido de un posible intento de fuga por 
lo menos desde la hora 16 del mismo día. Nosotros no pudimos constatar este extremo. Además, pudimos 
averiguar que fue inmediatamente enterado, conjuntamente con el señor Jefe de Policía, el doctor Mijail 
Rotas, que está a cargo del Juzgado Letrado de Segundo Turno de Rivera. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Quién informó al Jefe de Policía? 
SEÑOR GARCE .- Fue informado por el señor Director de Coordinación Ejecutiva. 


Como acción de respuesta, en primer lugar, se determinó que no se ingresaría al pabellón. El Jefe 
en su declaración nos dijo que entendía que hubiesen sido peores los daños que el mal que se pretendía 
evitar si la policía intervenía por dentro, es decir, si trataba de disuadir por la fuerza a los reclusos. 


En segundo término, constatamos que no se informó verbalmente a los reclusos de la existencia de 
un operativo exterior para impedir la fuga. La luz del patio de la casa donde se produjo la salida de los 
reclusos fue apagada; los policías se comunicaban en voz baja y mediante señales. Esta situación se mantuvo 
durante todas las horas que llevó el procedimiento, es decir, por lo menos -según sabemos- desde la hora 22 
y 30 hasta la hora 4 y 15, cuando se produce la salida de los dos internos. 


Este plan de contingencia fue desplegado de acuerdo con instrucciones previas dadas por el 
Comando en un llamado Plan Periódico de Operaciones 06, Plan Rodó, concedido en noviembre del año 
pasado. De acuerdo a las pautas generales de ese plan de procedimiento -que si bien es de carácter 
reservado, el Jefe lo puso a nuestra disposición y lo vamos a entregar a la Presidencia de la Comisión- toda 
vez que existiera una contingencia en la cárcel, el procedimiento interno estará a cargo del Director del 
establecimiento; y en cuanto tenga proyección exterior, el plan quedará a cargo del Director de Coordinación 
Ejecutiva. La misión de este plan, de acuerdo con lo que allí se establece, es sofocar cualquier intento de 
indisciplina, desorden, motín, fugas, etcétera, llevado a cabo por reclusos de la cárcel departamental. Se 
prevé en ese plan que la evacuación de los indisciplinados contará con las celdas de seguridad en las 
Comisarías 1la., 2a, 9a, y 10a. Este es un dato relevante. 


En tercer lugar, se informará a la justicia competente de la situación. 


En cuarto término, como adelantamos, se designa como Jefe del Operativo Interno al señor Director 
del establecimiento y como Jefe del Operativo Externo al Director de Coordinación Ejecutiva. Se establece allí 
como detalle de coordinación -esto me parece relevante- una instrucción por la cual los Jefes de las unidades 
intervinientes informarán debidamente al personal referente las consignas de este servicio, debiendo recalcar 
el uso racional, proporcional y progresivo en el empleo de la fuerza física y el uso del armamento y cualquier 
otro medio material de coacción, debiendo agotar antes los medios disuasivos adecuados a estas situaciones. 


Dentro del patio de la vivienda lindera se desplegaron diez policías con arma de reglamento, el 
Director del establecimiento y el Director de Coordinación Ejecutiva, quienes no tenían arma de reglamento ni 
chaleco; en total eran doce efectivos y un perro. De estos doce efectivos, solo dos tenían la orden de disparar; 
es decir estaban habilitados a disparar pero no con su arma de reglamento sino solamente con munición no 


letal. Uno de los dos policías se apostó frente al lugar donde ya estaba abierto el boquete -que todavía no 
tenía la dimensión suficiente como para que pudieran pasar las personas- y el otro en el costado. El Director 
de Coordinación, según pudimos comprobar, dio la precisa orden de no disparar armas de reglamento, sino 
disparar solo municiones de goma luego de dar la voz de alto y en caso de verdadera necesidad. Esta fue la 
instrucción que dio el Inspector Guedes, Director de Coordinación Ejecutiva. 


Además de estos doce efectivos que estaban en el patio -es decir los diez policías, el Director de la 
Cárcel y el Director de Coordinación- en el exterior, en el perímetro de la manzana, había veintiocho efectivos 
y varios patrulleros. Esto hace un total de cuarenta y dos efectivos movilizados. 


Ala hora 4 y 15 aproximadamente del día 27, el boquete ya tenía la dimensión suficiente como para 
que pudieran salir quienes intentaban la fuga. Y fue en ese momento que aparece un primer recluso y un 
segundo recluso. Uno de los policías que estaba apostado más cerca del boquete le hace una seña al Director 
de Coordinación de que son dos. Se enciende la luz del patio de la casa, e inmediatamente uno de los 
funcionarios dice dos veces: "Alto, policía". Uno de los reclusos, a pesar de la voz de alto, escapa por un pretil 
a una azotea lindera. Este recluso era Silveira Duarte, quien posteriormente fue recapturado. Mientras que el 
otro que fue abatido, Castaño Fernández, cae al patio de una altura aproximada de dos metros cuarenta, se 
ve acorralado y en ese momento embiste contra el cerco policial y se traban en lucha tres o cuatro 
funcionarios policiales. No se nos pudo determinar exactamente la cantidad de funcionarios; se nos dijo que 
eran tres o cuatro y el recluso Castaño Fernández. En esas circunstancias es cuando resulta herido el 
Subcomisario Osorio, con un puntazo en el abdomen, según se nos informó. Castaño Fernández es reducido 
y esposado. Lo sacan al móvil que estaba en el exterior y lo llevan al hospital. En el mismo momento, es decir 
en toda esta secuencia, los distintos relatos e, inclusive, alguna toma realizada por la prensa dan cuenta de 
una profusión muy grande de disparos. Los testimonios son contradictorios respecto a si Castaño Fernández 
salió herido o no del patio, si llegó herido o no al hospital. En el hospital se extendió un certificado médico 
-nosotros no lo pudimos ver, pero se nos refirió- y el texto decía: "No presenta lesiones". Aquí hay solo dos 
posibilidades: o Castaño no llegó herido al hospital o no fue revisado en el hospital y a pesar de eso se 
extendió el certificado. Los testimonios indican que Castaño sale caminando, que es acompañado o sostenido. 
Los testimonios son contradictorios: algunos dicen que él iba caminando por su medios; otros, que él iba 
llevado en peso por dos guardias en el momento que sale del patio y va hasta el hospital. De acuerdo al Plan 
Periódico de Operaciones, el recluso Silveira Duarte va a la Seccional 10a. y Castaño, luego del hospital, tiene 
por destino la Seccional Ya. 


En la Seccional 9a., luego de que llega Castaño, hay solo un funcionario, el Cabo Godoy, porque 
quien estaba a cargo estaba en el operativo. El plan de contingencia prevé que en caso de emergencia los 
efectivos de las seccionales más próximas deben concurrir. 


SEÑOR ROMERO CABRERA.- Quiero hacer una acotación. Creo que fue interrogado por usted el Agente de 
1ra. Farías y el señor Godoy estaba en los alrededores de la cárcel. ¿Estamos de acuerdo? 


SEÑOR GARCE.- Sí. 


SEÑORA PERCOVICH.- Voy a hacer dos preguntas. Este plan de emergencia, de contingencia, de 
procedimiento, ¿es departamental? 


Cuando se lleva al hospital a Castaño Fernández, ¿puede suponerse que se le llevó dentro de ese 
procedimiento, aunque no estuviera herido? 


SEÑOR GARCE.- La rutina y el plan prevén que en caso de existir alguna contingencia, parte de la garantía 
es que aunque no se indique, va a una revisación de rutina. 


Agradezco la aclaración que hacía el señor Diputado Romero Cabrera, que además era compartida 
por el señor Diputado Machado. Efectivamente, quien estaba a cargo de la Seccional 9a. era el Cabo Godoy 
-estaba en una de las esquinas de la plaza- y el Agente Farías recibió a Castaño Fernández. Inmediatamente 
después llegó el Cabo Godoy, y ahí eran dos los policías que estaban en la Seccional Ya. 


SEÑOR MACHADO.- Me parece relevante la aclaración que ha hecho el señor Diputado Romero Cabrera, 
porque fue precisamente el Agente Farías quien descubre que Castaño Fernández está herido y sangrando; lo 


dijo con total claridad y mostró una idoneidad para el procedimiento muy positiva porque nadie había 
identificado durante todo el procedimiento que el hombre estaba sangrando y herido. 


SEÑOR CID.- Me pareció concluir de las expresiones del Comisionado Parlamentario que existían dudas, 
inclusive sobre si el detenido había sido llevado al hospital y si había sido examinado. Eso me genera muchas 
dudas porque es de norma que cada persona que consulta en un hospital queda registrada en un libro de 
ingresos, donde se anota su nombre, edad, sexo y un diagnóstico primario. Entonces, parecería que no 
deberían existir dudas respecto a si fue examinado o no. 


SEÑOR GARCE.- Con mucho gusto voy a hacer esta aclaración. No existen dudas de que Castaño 
Fernández llegó al hospital y fue examinado. En ese sentido, existe total certeza. Los testimonios con 
contradictorios en un punto: si Castaño Fernández fue lastimado al hospital, y por eso fue al hospital, o si 
simplemente fue por un procedimiento de rutina y como mecanismo de garantía. Hubo alguien que expresó 
que por lo menos no se había dado cuenta de que Castaño Fernández estaba herido -estaba al lado de 
Castaño- mientras que otro testimonio recordó que Castaño Fernández dijo que estaba lastimado. 


SEÑORA PAYSSE.- Siguiendo el planteo del Comisionado Parlamentario, cabrían dos posibilidades: Castaño 
Fernández ingresa al hospital, debería haber sido revisado conforme al procedimiento planteado por el señor 
Senador Cid y no se constata una lesión. Cuando llega a la Seccional 9a., el Agente Farías comprueba que 
está lastimado con una lesión que sangra. Entonces, por lo menos aparece un signo de interrogación en el 
marco de esta enunciación de circunstancias. ¿Llegó al hospital sangrando, no dejó vestigios de sangre, se 
informa que no tiene ninguna lesión y luego aparece la lesión de golpe? O tal vez, signo de interrogación, 
recibe alguna lesión en el camino del hospital hacia la Seccional 9a. ¿Por ahí va la comprensión de lo que 
usted está narrando? 


SEÑOR GARCE.- No hay una tercera posibilidad. En el comienzo era muy importante destacar cuál era el 
ámbito de la investigación judicial y cuál el del Comisionado Parlamentario. En el momento que hacíamos 
estas preguntas con los Diputados, el médico que extendió el certificado y todos los médicos de guardia 
estaban declarando en el Juzgado Penal. Como el alcance de esas declaraciones está bajo la reserva del 
presumario, nosotros no pudimos acceder a esas declaraciones. Además, el tema de saber cuándo se 
produce la herida de Castaño Fernández y quién o quiénes son los responsables directos es materia que está 
investigando el Juzgado, que viene trabajando hace días y todavía no se ha expedido; nosotros trabajamos un 
solo día. Por lo tanto, sería poco prudente que nos expidiéramos sobre el punto. 


SEÑOR NOVALES.- De acuerdo con algunas versiones periodísticas que he leído, esa persona fue atendida 
estando esposada y en el suelo. Quisiera saber si el Comisionado Parlamentario pudo corroborar que la 
atención de urgencia que se le brindó en el hospital es la que señalan estas versiones. 


SEÑOR GARCE.- Lamentablemente no me puedo pronunciar a favor ni en contra en ese aspecto, 
sencillamente porque quienes podían informar sobre la atención brindada en el hospital, estaban declarando 
en el Juzgado mientras nosotros estábamos en el despacho del Jefe. Naturalmente que me parece un 
extremo relevante que se podrá continuar investigando, pero con los elementos que pudimos recabar no estoy 
en condiciones de afirmar o de desmentir un extremo de esa naturaleza, que es grave. 


SEÑOR MOREIRA.- Durante el tiempo transcurrido entre las 22 y 30 horas, cuando empezó aparentemente el 
intento de fuga, y la consumación a las 4 y 15 horas, ¿alguien dio cuenta al Juez de esto y si fue así qué hizo 
en tal caso? 


SEÑOR GARCE.- Iba a hacer referencia a este tema más adelante, y además falta redondear el relato de lo 
sucedido en la Seccional 9a.. De todas maneras, adelanto a toda la Comisión que el Juez fue enterado y pudo 
haber sido entre las 22 y 22 y 30 horas. Nos consta que la Policía tenía conocimiento del intento de maniobra 
desde antes de las 22 y 30 horas; como dije, desde las 20 y 30. Nosotros no hablamos con el Juez; no nos 
corresponde interrogar al Juez. De acuerdo con los testimonios de los funcionarios policiales y de lo que surge 
de nuestra investigación, el Juez habría consentido expresamente la estrategia del plan de operaciones, que 
ahora voy a detallar hacia dónde apuntaba. 


Volvemos al escenario de la Seccional 9a.: Castaño Fernández llega, el Agente Farías lo recibe, 
inmediatamente llega el Cabo Godoy. A ambos los interrogamos; se comprueba efectivamente que Castaño 
Fernández está sangrando en la zona inguinal, y en aproximadamente tres minutos Castaño Fernández entra 
y sale de la Seccional, y vuelve al hospital. Es en ese momento, en la segunda entrada al hospital, que se 


constata el fallecimiento. A partir de estos hechos que he tratado de resumir, dado que la información es muy 
abundante, creo que hay diez conclusiones para sacar. 


A nuestro juicio, la primera conclusión es que existieron dos errores de procedimiento. Primero, un 
error básico, error de concepto. Según se nos informó, el objetivo del plan de respuesta consistió en dejar 
transcurrir los hechos, que se produjera la fuga para individualizar a los responsables. Esto implicó una espera 
de prácticamente siete horas, entre las 20 y 30 horas -en que aproximadamente llega la noticia a los guardias 
de la cárcel- y las 4 y 15 horas del día siguiente, cuando se concreta el intento de fuga. No se previno la fuga; 
en cierta forma se alentó la fuga porque se apagó la luz y se tomó especial precaución de no alertar a los 
internos de que había un operativo exterior montado. 


Se adoptó, además, la decisión de no ingresar por la fuerza al pabellón. Esto no fue un error sino un 
acierto. En este punto, fue correcto el procedimiento. Seguramente hubiese sido muy peligroso tratar de 
ingresar por la fuerza al Pabellón 1, pero el problema que advertimos es que antes de tomar la decisión de 
entrar por la fuerza o descartar esa decisión se pudo, porque hubo tiempo, y se debió -ahora vamos a citar las 
normas internacionales y nacionales al respecto- advertir a los reclusos que existía un plan que implicaba una 
manzana rodeada por un cerco. Se debió prevenir que, en caso de persistirse en el intento de fuga, se iba a 
dar la voz de alto, se iban a hacer disparos de advertencia y, eventualmente, se iba a hacer uso de armas de 
fuego. Nunca sabremos qué actitud hubieran adoptado Castaño Fernández, Silveira y los demás si se les 
hubiese advertido a tiempo. Esa es una instancia que no se agotó, y se debió agotar de acuerdo con las 
normas. El operativo en el exterior debió ser subsidiario de ese intento de disuasión. 


Además -creo que esto es relevante- la correlación de fuerzas era de veintiocho a uno, porque eran 
cuarenta y dos efectivos y dos internos que intentaron la fuga. 


SEÑORA PAYSSE.- ¿Se constata que eran dos quienes intentaban la fuga luego, porque fueron dos los que 
salieron, o podía darse la circunstancia de que esa fuga fuera masiva? Lo pregunto por la aseveración que 
está haciendo en este momento el señor Comisionado Parlamentario. La correlación de fuerzas de veintiocho 
a dos podía haber sido distinta de acuerdo con el diario del lunes. Tal vez en ese momento podía haberse 
pensado que la correlación de fuerzas era distinta. 


SEÑOR GARCE.- Comprendo perfectamente el razonamiento de la señora Legisladora. Cuando digo 
veintiocho a uno me refiero al momento en que presumiblemente haya sido herido mortalmente Castaño 
Fernández. Asumo que esta es una apreciación. Evidentemente, en estas conclusiones hay datos de la 
realidad y, además, una serie de apreciaciones propias de este Comisionado Parlamentario en tanto asesor 
del Parlamento. Esas apreciaciones se podrán compartir o no, pero creo que es mi deber hacer el planteo. 


Me interesa destacar el marco normativo, es decir por qué estamos llegando a esta primera 
conclusión del error básico y de concepto. Al respecto, es relevante lo que dicen los Principios Básicos sobre 
el Empleo de la Fuerza y de Armas de Fuego por los Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la Ley. El 
artículo 5” dice: "Cuando el empleo de las armas de fuego sea inevitable, los funcionarios encargados de 
hacer cumplir la ley: a) Ejercerán moderación y actuarán en proporción a la gravedad del delito y al objetivo 
legítimo que se persiga; b) Reducirán al mínimo los daños y lesiones y respetarán y protegerán la vida 
humana. (...)". El artículo 9” expresa: "Los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley no emplearán 
armas de fuego contra las personas salvo en defensa propia o de otras personas, en caso de peligro 
inminente de muerte o lesiones graves, o con el propósito de evitar la comisión de un delito particularmente 
grave que entrañe una seria amenaza para la vida, o con el objeto de detener a una persona que represente 
ese peligro y oponga resistencia a su autoridad, o para impedir su fuga, y sólo en caso de que resulten 
insuficientes medidas menos extremas para lograr dichos objetivos. En cualquier caso, sólo se podrá hacer 
uso intencional de armas letales cuando sea estrictamente inevitable para proteger una vida" 


A su vez, el artículo 10 dice: "En las circunstancias previstas en el principio 9, los funcionarios 
encargados de hacer cumplir la ley se identificarán como tales y darán una clara advertencia de su intención 
de emplear armas de fuego, con tiempo suficiente (...)". 


También es relevante lo que dispone el Código de conducta para funcionarios encargados de hacer 
cumplir la ley, que es una norma internacional. El artículo 3* expresa: "Los funcionarios encargados de hacer 
cumplir la ley podrán usar la fuerza sólo cuando sea estrictamente necesario y en la medida que lo requiera el 
desempeño de sus tareas". 


En cuanto a la normativa nacional, es importante lo que establece el artículo 7” del Decreto Ley N* 
14.470 -Ley Penitenciaria-: "(...) El uso de instrumentos de fuerza sólo procederá en caso de fuga o de 
resistencia violenta a la autoridad o cuando existan razones fundadas para temer una auto o hetero-agresión". 
Aquí hay un significativo silencio legal, porque no existe un segundo inciso donde se establezca claramente 
que ese uso de la fuerza debe ser racional, proporcional y progresivo. Esta es una norma del año 1975. Sin 
embargo, integrando este artículo 7* de la Ley Penitenciaria con los artículos 26 y 72 de la Constitución, y 
especialmente con la Ley Orgánica Policial, N*13.963, de 26 de mayo de 1971, no cabe ninguna duda de que 
el uso de la fuerza, aun en caso de fuga, debe ser racional, proporcional y progresiva. 


El artículo 5 de la Ley Orgánica Policial establece a texto expreso: "(...) los servicios policiales se 
emplearán bajo su responsabilidad, los medios razonablemente adecuados y en igual forma elegirán la 
oportunidad conveniente para usarlos". 


El propio Plan de Contingencia, el plan operativo Rodó, recoge este principio de la racionalidad y 
proporcionalidad en uno de sus pasajes, cuando refiere a las consignas del uso racional, proporcional y 
progresivo en el empleo de la fuerza. No hay error de concepto en este aspecto en el plan. En todo caso, si 
algo hubiese fallado hubiera sido la ejecución del plan. 


Entendemos que hay un error básico porque no es racional dejar que se produzca una fuga para 
actuar después. Lo primero, lo racional, proporcional y progresivo hubiese sido tratar de convencer de la 
inutilidad del intento, sobre todo diciendo claramente a los reclusos que la manzana estaba rodeada y no iban 
a poder salir. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Me parece haber entendido que hubo un uso bastante abundante de armas de fuego. 
¿Cuál es la explicación que se da para haberlas usado? ¿Qué pudo recoger el señor Comisionado 
Parlamentario de esa situación, sobre todo teniendo en cuenta que en un momento la correlación de fuerzas 
era de veintiocho a uno? 


SEÑOR GARCE.- Fuimos muy a fondo en ese punto. Como primera explicación se nos dijo que eran disparos 
de advertencia. En realidad, la advertencia ya había sido dada por los dos policías autorizados a dar la voz de 
alto y a disparar eventualmente. Ahí es donde, adelantando la conclusión, llegamos al segundo error de 
procedimiento. El error fue que no se respetó la precisa indicación del Director de Coordinación Ejecutiva, 
porque esos disparos, de advertencia o no -por lo que ha trascendido, uno no fue de advertencia y habría 
terminado lastimando mortalmente a Castaño Fernández- de alguna manera quiebran lo que había sido una 
pauta bien concebida y una orden bien dada. La explicación son los disparos de advertencia. A mi juicio -es 
una apreciación subjetiva- se quebró el plan y no fue respetada la orden dada correctamente por el Director de 
Coordinación Ejecutiva. 


SEÑOR BERNINI.- ¿Qué tipo de munición se utilizó en el operativo al que se está haciendo referencia? 


SEÑOR GARCE.- La única munición autorizada era la que utiliza el Ministerio del Interior, la munición de 
goma, que en principio no es letal. Obviamente, el carácter letal o no depende de la distancia, pero a la 
distancia que se apostaron los funcionarios no hubiese sido letal. Aparentemente, lo que se nos estaba 
informando, si es correcto el dato, es que los funcionarios estaban aproximadamente a cinco metros, lo que 
coincide con la observación que hicimos con los señores Diputados; esto habría sido correcto. Lo que sí ha 
trascendido es que la bala que estaba alojada en el cuerpo de Castaño Fernández es de calibre 38. Por eso, y 
a raíz de la pregunta que adelanta el señor Diputado Edgardo Rodríguez, es que concluimos el segundo error. 
El primero fue no haber intentado disuadir, porque se tuvo el tiempo y la posibilidad de hacerlo. Si hubiese 
sido convincente o no es algo que no lo sabemos, pero parte del procedimiento pudo y debió necesariamente 
haber consistido en intentar disuadir a los que estaban en actitud de fuga. El segundo error es este: no se 
respetó la precisa pauta dada por el Director de Coordinación Ejecutiva. 


La segunda conclusión, porque la primera es este doble error de procedimiento, es la eventual 
responsabilidad. Yo hablo de eventual responsabilidad; ustedes, Legisladoras y Legisladores, son los que 
podrán apreciar si ha habido responsabilidad o no. Yo simplemente hablo de una eventual responsabilidad que 
surge de un error de procedimiento que, a mi juicio, es claro. Esa eventual responsabilidad de ninguna manera 
debería centrarse en la figura del Director de Coordinación Ejecutiva por varias razones 


Primero, de acuerdo con la Ley Orgánica Policial, artículo 34 literal c), el Estado Policial es 
jerárquico. El Director de Coordinación Ejecutiva es un funcionario sometido a jerarquía. El informó en tiempo 


y forma a su superior, el señor Jefe de Policía. Obtuvo más que un consentimiento tácito, obtuvo una 
ratificación expresa de la dirección que debía tener el procedimiento. Además, el Director de Coordinación 
Ejecutiva informó en tiempo y forma al señor Juez Letrado. Y de acuerdo con lo que se nos ha dicho -reitero, 
no intentamos siquiera hablar con el Juez para no evadir nuestra competencia- el Juez habría consentido la 
estrategia. No solo eso: el Director de Coordinación Ejecutiva, en la medida de sus posibilidades, intentó 
mantener informado al Jefe de Policía y al Juez. 


Como tercera conclusión, comprobamos que el señor Jefe de Policía no estuvo presente en el lugar 
ni en la Jefatura de Policía. La explicación que él nos dio es que, de acuerdo con el Plan Periódico de 
Operaciones -que pongo a disposición de la Presidencia de la Comisión- en caso de contingencia externa 
quien debería asumir el procedimiento sería el Director de Coordinación Ejecutiva. Mi apreciación al respecto 
-podrá compartirse o no- es que si hay un operativo donde se movilizan cuarenta y dos efectivos, si se tiene 
rodeada una de las manzanas principales de la ciudad -porque es una de las manzanas que da a la plaza- con 
ello se genera además una importante alarma pública. Si no está el Jefe de Policía, por lo menos creo que 
sería conveniente que se constituyera en su despacho y por celular, por radio o por "handy", le diera las 
instrucciones al Director de Coordinación Ejecutiva. Los señores Diputados son testigos de que nosotros le 
dijimos esto al Jefe de Policía. 


La cuarta conclusión es que el Juez, enterado de los hechos, tampoco se hizo presente en el lugar. 


La quinta conclusión es que entre la primera noticia que llega a los guardias de la cárcel, a la hora 
20 y 30 -la testigo, la dueña de la casa lindera, pudo determinar con bastante precisión la hora porque 
recuerda que estaba viendo el informativo; le preguntamos si miró el reloj y dijo que no, pero que estaba 
mirando el informativo- y el momento en que la propia Jefatura da cuenta de que se produce la fuga, 
transcurren prácticamente siete horas. 


La sexta conclusión es que entre la detección del inicio de la maniobra a las 20 y 30 horas, y el 
momento en que el Jefe de Policía es enterado, pasan tres horas. 


La séptima conclusión consiste en que el momento y las circunstancias concretas en que fue 
mortalmente herido Castaño Fernández es un tema jurisdiccional; lo está investigando la Justicia y por todas 
las razones que dijimos nosotros no ingresamos en ese punto. Es decir, tratamos de respetar el mandato de la 
ley del Comisionado Parlamentario e inhibir nuestra actuación para no generar una colisión de competencias. 


La octava conclusión es algo que ya mencioné pero lo ratifico. Fue un acierto no haber intentado 
entrar por la fuerza al pabellón. Y así como a mi juicio el Jefe de Policía es responsable en cuanto superior 
jerárquico por el resultado, por lo que pasó, también es responsable de este acierto. 


Novena conclusión: como imprescindible medida de seguridad la dueña de la vivienda pide que por 
favor se coloque una reja en los quince por veinte metros que tiene la pared de su casa que es lindera con la 
cárcel. Quedó demostrado que la pared, a pesar de ser doble, es fácilmente vulnerable y que los reclusos 
conocen exactamente el lugar por donde se puede salir al patio, por lo que pidió encarecidamente que se 
adopte una medida de ese tipo. Comparto su inquietud; creo que este es un costo mínimo y me parece que 
corresponde el reclamo de esta ciudadana. 


Y como décima conclusión -quiero hacer especial hincapié en esto- quiero señalar que en ocasión 
de la presentación del informe de actuación ante la Asamblea General el pasado 15 de diciembre, una de las 
recomendaciones -veo que allí se han puesto a disposición de la Comisión los ejemplares; esta es la segunda 
tanda, la primera quedó agotada el día de la presentación del informe en una edición limitada- que allí hicimos 
fue el especial hincapié en la preocupación por la situación de las Cárceles Departamentales de Rivera y de 
Maldonado. De acuerdo con lo que hemos conversado con autoridades del Ministerio del Interior, la 
construcción de la cárcel en Rivera insumiría entre US$ 1:200.000 y US$ 1:500.000. El predio, además, existe 
y lo hemos visitado con los Diputados de aquel departamento. Es un predio adecuado que está prácticamente 
a diez o doce kilómetros de la ciudad, algo similar a lo que ocurre en el departamento de Colonia con Piedra 
de los Indios, es decir, establecimientos próximos a la planta urbana con un perímetro rural que permite 
combinar la seguridad con regímenes abiertos. Yo entiendo que de acuerdo con estos hechos -si algo hay que 
tratar es de sacarle un costado positivo a un desenlace que es lamentable- resulta imprescindible priorizar en 
el plan de inversiones la construcción de la Cárcel Departamental de Rivera. 


Tengo otros cinco temas para informar a la Comisión aunque sea brevemente. Me gustaría poder 
hacerlo, aunque sé que el tiempo apremia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de terminar con este tema consulto a los miembros de la Comisión si tienen 
alguna pregunta o duda sobre lo que ha informado hasta el momento el Comisionado Parlamentario. De no 
haber dudas, entonces autorizaríamos al Comisionado para que informara sobre los otros temas. 


Aprovecho el uso de la palabra para decir que de inmediato se va a proceder a repartir el informe a 
aquellos Senadores y Diputados integrantes de la Comisión que no lo tengan. En su momento, el 
Comisionado Parlamentario había hecho una impresión para entregar a los Legisladores; me llegó 
posteriormente la demanda de varios Legisladores integrantes de esta Comisión que no habían podido 
acceder a un ejemplar. Yo solicité a la Secretaría que se hicieran nuevas impresiones por parte de esta 
Comisión para que los Legisladores tuvieran asesoramiento. Por lo tanto, aquellos que necesiten uno de estos 
informes los piden a los funcionarios y se les acerca inmediatamente. 


SEÑOR CID.- Quisiera saber, con respecto a esto tan rico que nos presenta el Comisionado Parlamentario, 
cuál es el futuro de esta información, porque me parece necesario que las autoridades del país encargadas y 
especializadas en este tema tengan la versión taquigráfica de lo que el Comisionado Parlamentario nos está 
expresando. Es muy importante que nos informe, que tomemos conocimiento, pero que a su vez, desde el 
punto de vista Ejecutivo, el Ministerio del Interior también tenga esta información que es objetiva a fin de que 
pueda dar luces sobre los hechos allí acontecidos. 


SEÑOR MOREIRA.- Tengo una similar inquietud a la que está sustentando el Senador Cid. Yo no recuerdo 
exactamente los alcances de la ley que fija las competencias del Comisionado Parlamentario ni sabemos bien 
las órbitas de competencia de esta Comisión. Creo que esta Comisión puede, en uso de esa información que 
él nos ha proporcionado, y luego de que el Comisionado no esté presente, formular alguna recomendación en 
cuanto a los procedimientos a utilizar. Se nos esta haciendo llegar una información privilegiada y como 
Senadores integrantes de este organismo de contralor, luego deberemos requerir de las autoridades del 
Ministerio del Interior todas las explicaciones que seguramente se estarán instrumentando en esa órbita, 
porque este es un canal de investigación; el otro es el judicial. En verdad, como abogado la actitud del Juez 
me resulta absolutamente sorprendente en cuanto a la pasividad que exhibe frente a una omisión muy grande 
y a errores gigantescos. Otro canal se procesará en el propio Ministerio del Interior para hacer efectivas las 
responsabilidades funcionales que correspondan; desde una mirada a priori, a mi juicio parecen más que 
evidentes las del Jefe de Policía. 


Entonces, el Comisionado Parlamentario hará lo que corresponda, de acuerdo a lo que la ley 
manda, y esta Comisión tendrá que actuar en la órbita de sus competencias en lo que hace a la conexión con 
la Justicia -aunque naturalmente se trata de un Poder independiente, por lo cual se trata de una situación muy 
delicada- a la actuación que le cupo a las autoridades policiales y a lo que pasará en la interna del Ministerio 
del Interior. Nos consta que la nueva Ministra todavía no ha asumido su cargo, pero las cárceles 
departamentales dependen de las Jefaturas de Policía y estas del Ministro del Interior. De modo que no 
estamos ante un tema por el que tengamos que llamar al Director Nacional de Cárceles, sino que debemos 
acudir precisamente a la cabeza mayor del Ministerio, porque si hay un Jefe, más arriba están todas las 
jerarquías correspondientes, el Subsecretario y el Ministro. 


SEÑOR MACHADO.- Teniendo un conocimiento fragmentario de esta información, nosotros llamamos al ex 
Ministro del Interior, doctor José Díaz, y le dijimos que lo íbamos a convocar a la Comisión de Constitución, 
Códigos, Legislación General y Administración para analizar desde el punto de vista político -que es el que 
nos corresponde- estos hechos que para nosotros tenían puntos graves y oscuros. Realmente, ante la 
participación del Comisionado Parlamentario hoy tenemos una visión muy completa de la situación. El Ministro 
ha renunciado y aún no hemos mantenido contactos sobre este tema con la nueva Ministra. No obstante, 
mantenemos la intención de convocar a la Ministra del Interior a la mencionada Comisión, a los efectos de que 
quede esclarecida la responsabilidad del Poder Ejecutivo. Como decía el Senador Moreira, las cárceles 
departamentales dependen directamente de las Jefaturas de Policía y del Ministerio del Interior. De modo que 
queremos informar a la Comisión acerca de nuestra intención de dar estos pasos que son los que creemos 
que corresponden a quienes estamos en este ámbito, por nuestra responsabilidad política. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con la misma preocupación expuesta y previendo el desarrollo lógico que tendría 
esta situación, yo me comuniqué con la futura Ministra -quien va a asumir en el día de mañana; actualmente 
no desempeña el cargo- adelantándole en forma personal que muy probablemente sería convocada por esta 


Comisión sobre este tema en el futuro. Inmediatamente me respondió que está dispuesta a acudir; 
simplemente solicitó que se le otorgara el tiempo suficiente a fin de tomar conocimiento de este tema. Hice 
esta consulta porque estaba absolutamente convencido que ese sería el espíritu de la Comisión, por las 
conversaciones previas que hemos mantenido y también era la idea del señor Senador Moreira convocar al 
Ministro del Interior. El cambio de autoridades es lo que nos motiva a solicitar un tiempo prudencial para esa 
convocatoria. 


SEÑORA PERCOVICH.- Complementando la pregunta del Senador Cid y las expresiones del Senador 
Moreira, creo que los Legisladores también tenemos responsabilidad en este sentido. Por algo yo le formulé 
una pregunta al Comisionado Parlamentario en el sentido de si se trataba de un plan departamental. 


En cuanto a los procedimientos policiales, yo creo que el Poder Ejecutivo tomó la iniciativa de 
clarificarlos, teniendo en cuenta los vacios que existían, y en el Senado ya votamos un Código de 
procedimiento policial que espero que rápidamente pase a ser referencia, en tanto se arma un cuerpo legal 
con muchas de las normas vigentes, tanto a nivel nacional como internacional. 


Entonces, en la medida en que rápidamente se procese en la Cámara de Representantes esa 
preocupación que tiene el actual Ejecutivo en temas de procedimiento policial, después permeará para evitar 
conductas departamentales aisladas que puedan conducir a malas interpretaciones con respecto a los 
distintos agentes del Estado que no actúan bien, porque claramente aquí hubo omisiones. 


Ya que el Ejecutivo ha tenido la iniciativa de encarar un asunto tan complejo, intercambiando ideas 
con el propio plantel policial, con el encargado y los responsables, los Legisladores también debemos asumir 
nuestra responsabilidad. 


SEÑOR NOVALES.- Estoy totalmente de acuerdo con lo expresado por los señores Senadores Cid y Moreira. 
Ahora bien: quisiera insistir en lo siguiente. Si bien reconozco que el Ministerio del Interior es el que entiende 
en este tema, hay un hecho que no es nada menor y que el señor Comisionado Parlamentario no pudo 
corroborar ni desmentir: la gravísima violación de los derechos humanos de un ser humano, valga la 
redundancia, por más que se trate de un presidiario en un intento de fuga que, según las versiones que tengo, 
fue atendido poco menos que como un perro, en el suelo, esposado, y con la gravísima consecuencia de 
haberlo dejado salir del hospital con un informe de que solamente tenía magulladuras. No habían pasado dos 
horas cuando esa persona, que había salido nada más que con escoriaciones leves, se muere con un balazo 
en la ingle. 


Me parece que ese es un hecho gravísimo, por lo que tendríamos que tener conocimiento de la 
opinión de la emergencia del hospital o en su defecto tendría que intervenir el Ministerio de Salud Pública 
sobre este hecho que considero gravísimo. 


SEÑOR GARCE.- Agradezco al señor Senador Cid cuando dice que el informe es objetivo. Precisamente, yo 
quise ser lo más objetivo posible en la captación de determinados datos de la realidad. A eso necesariamente 
le sumamos una carga de opinión; creo que eso es imprescindible en la función de asesoramiento al 
Parlamento. 


Con respecto a lo que planteaba el Senador Moreira sobre el destino de estas palabras, por 
supuesto que creo que es importante brindar este informe en esta Comisión. Si algo cuidamos -en esto nos 
pusimos de acuerdo con los Diputados intervinientes- es mantener en reserva todas las conclusiones. Creo 
que todo el mundo tenía claro en Rivera a qué veníamos y cuál era el alcance de la investigación, pero no se 
filtró ningún dato. Este es el ámbito natural para sacar estas conclusiones y aquí están siendo puestas de 
manifiesto. 


Ahora bien: al Ministerio del Interior le adelanté una opinión en el sentido de que para mí hubo 
errores de procedimiento. Esto lo hice en el día de ayer, pero sin divulgar el contenido y el alcance de esos 
errores. Por lo tanto, como decía el señor Senador Moreira, es importante que estas palabras tengan como 
destino al Ministerio del Interior y específicamente la Jefatura de Rivera para que pueda articular algún tipo de 
descargo, explicación o lo que corresponda. 


Con relación a lo que planteaba la señora Senadora Percovich, efectivamente el plan es 
departamental y existen otros planes en el seno de la Jefatura de Rivera que atienden otras contigencias: 


zona rural, zona urbana, desórdenes en vía pública. Independientemente de estos hechos, el plan no falló. El 
plan estaba correctamente concebido; los errores los marcamos en otros planos. No es malo que exista un 
protocolo de actuación para situaciones críticas; eso es parte de la necesaria profesionalización que debe 
tener la Policía. 


Lo que pasa es que no basta con establecer planes, sino que hay que actuar de acuerdo con pautas 
preestablecidas. 


Está el tema que planteaba el señor Legislador Novales, sobre la asistencia médica, y no soslayo la 
importancia de este aspecto y lo ligo con uno de los temas que quiero informar a la Comisión. El pasado 
sábado no sólo se produjo un homicidio en el Penal de Libertad -que ya fue aclarado y su autor está 
procesado por el Juzgado Letrado de San José- sino que en el mismo momento se produjo una muerte en el 
COMCAR. Se trataba de un recluso de edad muy avanzada. Según cuenta la propia información del Ministerio 
del Interior, el recluso fue trasladado primero al sector de Enfermería, donde imaginamos y soñamos que 
alguna vez funcione una policlínica adecuada y digna, lo cual no es imposible. Su costo es de unos US$ 
200.000 o US$ 300.000 y esos fondos aparentemente están; ya los tiene el Ministerio del Interior. 


Por lo tanto, de esto deberíamos sacar como conclusión la imperiosa necesidad de ejecutar esos 
fondos y que se pueda montar allí un dispensario, un centro coordinador al estilo del que existe en el Cerro, 
que atiende una serie de situaciones dentro de un perímetro de seguridad. Así se resolvería, como 
planteamos en el informe, los problemas de la mayor cárcel -los 3.100 internos del COMCAR- más los 
establecimientos de Libertad, Canelones y La Tablada, es decir, del 70% de los reclusos de este país. 


Los fondos están, los tiene el Ministerio del Interior y fueron votados por ustedes en ocasión de la 
Rendición de Cuentas. Hay que ejecutarlos. Son US$ 300.000. 


Además de haberse llegado a la conformación de ese cascarón vacío -da pena entrar en esa Sala 
que está bien concebida pero está totalmente desprovista de lo mínimo- quiero decir que la ambulancia 
demoró treinta y cinco minutos en llegar, para trasladar al recluso. Esta es la información que da el propio 
Ministerio del Interior. 


(Diálogos) 


La Sala del Saint Bois funciona. Lo que estamos diciendo es que además de esa Sala -donde 
acuden los pacientes que requieren cirugía u otro nivel de atención- debe haber un nivel mínimo de atención 
en el propio perímetro. Para algo se construyó eso en su momento. 


El fallecido se llamaba Carlos Pepe Ríos. Falleció por paro cardio-respiratorio y había sido llevado al 
Hospital Pasteur, no a la sala penitenciaria. 


Otro tema del que queremos dar cuenta es la fuga del interno Pablo Agarrayúa ocurrida el viernes 
pasado mientras nosotros estábamos trabajando en Rivera, en ocasión de la visita. 


Tenemos ya la información dada por el Director del establecimiento, Comisario Inspector Horacio 
Zaugg. También hay un buen informe dado por el Director Nacional de Cárceles. Ambos informes los pongo a 
disposición de la Presidencia de la Comisión. 


Lo que refieren estos informes, en principio, es que se están investigando las circunstancias en que 
se produjo esta fuga y se están investigando las concretas responsabilidades que pudieren surgir. Pero desde 
ya consigna la información que hay una debilidad de procedimientos. La debilidad es que se carece de los 
medios técnicos para identificar a las personas que llegan a la visita en COMCAR. Entonces, basta con utilizar 
un documento adulterado para que se produzca un hecho de esta naturaleza. El sistema de seguridad, el 
sistema de control de visitas del COMCAR es vulnerable. Dice el Directorio que se están haciendo los pedidos 
para que se pueda incorporar medios técnicos. Hemos hablado con el Director de esa cárcel, Comisario 
Inspector Zaugg y creo que él tiene una idea muy precisa. La Dirección de Cárceles es proclive a incorporar 
esos medios técnicos, pero se requiere también la dotación de los medios correspondientes. Es un sistema 
débil y vulnerable. 


Respecto a un tema que fue comunicado por el señor Legislador Moreira y por el señor Legislador 
Brescia, quiero recordar que un interno de la Cárcel Piedra de los Indios, en Colonia, Norberto Costabel 
Parodi, fue brutalmente agredido por un funcionario policial. 


Tengo aquí copia de las actuaciones. Nosotros ya enviamos un oficio al Ministerio del Interior y nos 
consta que hay una investigación de urgencia dispuesta por el Jefe y sin perjuicio de eso, señor Presidente, yo 
quiero informar a la Comisión que independientemente de la información de urgencia, el mismo día que 
tomamos conocimiento de los hechos por intermedio de un asesor -el doctor Fabián Martínez, que se trasladó 
allí- me comuniqué telefónicamente con el señor Jefe de Policía de Colonia y le pedí encarecidamente que 
como medida cautelar sacara de la cárcel al Oficial Nara, a quien el recluso menciona como responsable de 
esas heridas que son de entidad y en el rostro. No se trata de una condena previa ni de un prejuzgamiento, 
sino simplemente de una medida cautelar, a los efectos de evitar y prevenir males mayores. 


En relación con los tres reclusos que hace dos semanas subieron a un tanque, a la azotea del 
módulo 6 del COMCAR, uno de ellos, Pereyra Casas, ya fue trasladado a la cárcel de Las Rosas, en 
Maldonado. Resta todavía el traslado de los otros dos, el recluso Toledo y el recluso González Silveiro. Esa 
fue una de las garantías que se ofreció a los internos para que depusieran su actitud. Está pendiente el 
traslado y hemos tenido buena receptividad en la Dirección Nacional, que está haciendo las coordinaciones 
con la Jefatura de Policía para que sea posible alojar estos internos. Hemos propuesto como cárceles de 
mediana seguridad o seguridad razonable, en el interior, a las cárceles de Paysandú y Salto. 


SEÑOR MOREIRA.- Salió en la prensa que se habían trasladado cincuenta reclusos, desde el COMCAR 
hasta cárcel central, con motivo de ese incidente. ¿Esa es una información falsa? 


SEÑOR GARCE.- Ese traslado existió y fue con motivo de otro incidente, ocurrido una semana después, de 
viernes a viernes. El incidente en el módulo 6 solo involucró a los tres reclusos que subieron a la azotea. En el 
módulo 2, una semana después de esto, ocurrieron en el mismo día dos hechos independientes. De mañana 
hubo un primer conato o revuelta, que fue controlado correctamente, aunque hubo algunos destrozos. Se 
desalojó una parte del módulo 2, pero de noche, el mismo día, se produjo un incidente mucho mayor, en el 
que resultó con daños de real entidad el módulo 2, que es el módulo de seguridad y sanción. Es, además, el 
más hacinado de los seis que existen en el COMCAR. 


Araíz de esa situación la Dirección Nacional de Cárceles dispuso un momentáneo alojamiento en el 
calabozo de esa Dirección de un conjunto de internos que después tuvieron por destino al Penal de Libertad. 
Eso fue mientras se reparaba el módulo 2. 


En relación con las mil plazas -en todo el sistema carcelario- cuya ejecución viene avanzando, está 
prácticamente terminada la cárcel de Juan Soler, en San José. Es una cárcel de mínima seguridad. Se está 
haciendo la evaluación por parte del Instituto Nacional de Criminología de aquellos que puedan tener un perfil 
como para acceder a esa cárcel. En este caso concreto se trata de cien plazas. 


En el Penal de Libertad continúan las obras y se prevé la reinauguración del celdario para mitad de 
año. Aparentemente serían 700 a 740 plazas, que no van a ser destinadas a quienes están en los 
contenedores, a quienes están hoy en el Penal de Libertad, sino a internos del COMCAR que tengan buena 
conducta. Eso permitirá descomprimir la situación en el COMCAR, por lo menos momentáneamente. 


De acuerdo con el cronograma de ejecución de las obras, se prevé que, en principio, esto estaría 
terminado a mediados de año, julio o agosto. 


Además, próximamente se va a inaugurar el módulo 7 del COMCAR, con unas 200 plazas que 
estarán destinadas a internos de buena conducta, que estén trabajando o estudiando en la antigua escuela de 
capacitación penitenciaria. Son barracas, sectores de alojamiento colectivo. Esto posibilitará una limitada pero 
real descompresión de la situación dentro de Santiago Vázquez, porque ya no son seis módulos sino siete. 


Quería informarles sobre esto. Habría alguna otra situación a reportar, pero soy consciente de que 
estamos hablando desde hace rato y no quiero cansar a la Comisión. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no hay preguntas a formular, resta agradecer al doctor GARCE por su presencia 
en esta Comisión. 


(Se retira de Sala el Comisionado Parlamentario, doctor Garcé) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que el Comisionado Parlamentario nos ha presentado un excelente informe. 
Debo aclarar que en este caso -como en todos los demás- el Presidente de la Comisión me mantuvo 
permanentemente informado de lo que se estaba realizando y de lo que iba averiguando. 


A continuación voy a dar la palabra a los señores Legisladores para que propongan lo que 
consideran debe hacer esta Comisión, pero si me permiten, a título de resumen y más allá de las diez 
conclusiones a las que llegó el Comisionado Parlamentario, quiero decir que acá aparecen claras e indudables 
omisiones de la Jefatura correspondiente: más allá de que el procedimiento debía realizarse de acuerdo a los 
protocolos existentes, me parece absolutamente inadmisible que un Jefe de Policía de un departamento del 
interior de la República no se constituya en el lugar frente a hechos de estas características. Me parece un 
mensaje espantoso a la sociedad. Quiero aclarar que tampoco el Subjefe de Policía se presentó en el lugar y 
que me parece un disparate -lo digo con toda franqueza, más allá de la independencia de los Poderes- que el 
Juez actuante tampoco lo haya hecho. 


También quiero aclarar que me contacté personalmente con el doctor Ospitaleche -tuve que 
suspender la llamada porque había llegado la hora de asistir a la Comisión- que es el médico que actuó en 
este caso, porque me quedaba una enorme duda que hay que resolver, y es si lo que realmente sucedió fue 
que el preso estaba herido y el doctor no se dio cuenta y lo devolvió como sano cuando tenía una bala dentro, 
lo cual ameritaría una sanción para el médico que no constató la existencia, nada más y nada menos, de una 
herida de bala que pocos minutos después le causó la muerte. Esa es una hipótesis, y otra puede ser que el 
preso haya sido ejecutado durante el trayecto entre el hospital y la Comisaría. Estoy hablando de hipótesis, 
pero son circunstancias que se pueden dar y que constituyen agravantes de la situación descripta. 


No sé qué opinan los compañeros Legisladores, pero creo que a partir de la información brindada 
por el Comisionado Parlamentario esta Comisión no puede hacer otra cosa que convocar a la autoridad 
Ministerial para que dé respuestas definitivas acerca de lo que ha hecho dicha Cartera con respecto a este 
tema. Lo único que solicito a los señores Legisladores es que no se le pida a la señora Ministra que va a 
asumir que ya fije una fecha y que se permita que el Presidente de esta Comisión pueda coordinar para lo 
antes posible la presencia de la señora Ministra. Si todos están de acuerdo así se procederá. 


SEÑOR CID.- Estoy totalmente de acuerdo con la propuesta realizada por el señor Presidente, pero a efectos 
de que la señora Ministra pueda tener una visión objetiva del tema me parece que deberíamos enviarle la 
versión taquigráfica de esta sesión para que pueda leerla y sacar sus conclusiones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, enviaremos la versión taquigráfica de esta sesión a la señora Ministra y le 
cursaremos la invitación para cuando esté en condiciones de concurrir a la Comisión. 


SEÑOR BERNINI.- Quisiera hacer una consulta ya que llegué cuando ya había empezado la reunión. Me 
gustaría saber si hay información acerca de alguna investigación interna por parte del Ministerio del Interior 
con respecto a este operativo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como Presidente no lo he preguntado; he hablado del tema con la Ministra entrante, 
pero no pude pedirle que me respondiera sobre temas que todavía no son de su Cartera porque aún no lo es. 
De todos modos, debo suponer que la investigación ya se ha iniciado. 


SEÑOR MOREIRA.- Estoy muy preocupado por los hechos que sucedieron en Rivera, y que hacen al 
funcionamiento de las cárceles departamentales, por lo menos de una de ellas, aunque sabemos que en otras 
también ha habido problemas muy serios. El Comisionado lo ha dicho; la cárcel de Maldonado es un claro 
ejemplo de ello, ya que allí se ha dado una sucesión de problemas. Realmente es muy preocupante lo que 
está sucediendo en los grandes establecimientos carcelarios que dependen de la Dirección Nacional. 
Mensualmente se producen uno o dos homicidios y el uso de cortes carcelarios es cosa permitida. Realmente, 
yo no puedo creer que todos los días estemos hablando de estos sucesos, que parecen hasta normales. 
Actualmente escuchamos, por ejemplo, que un preso le dio un puntazo a otro y lo mató o que entre cuatro 
agarraron a uno y lo mataron. Sinceramente, tengo la sensación de que las cárceles están casi abiertas. ¿No 


se hacen requisas para saber si hay cortes carcelarios? ¿¡Anda todo el mundo armado! Realmente, estoy muy 
preocupado. Lo último que el Comisionado nos había dicho antes fue de un semi motín por lo que tuvieron 
que llevar cincuenta presos a la Cárcel Central; no es una cosa de todos los días. Realmente, la situación es 
preocupante y por ello creo que la Comisión también debería citar al Director Nacional de Cárceles; creo que 
el sistema que rige dicha Dirección está funcionando de una forma que no puede conformar a nadie. 


Por otro lado, nosotros ya señalamos muchas veces -no quiero hacer de esto una crítica al doctor 
Díaz, que ahora se aleja del Ministerio- que si no se construyen nuevas cárceles este tema no tiene solución. 
El COMCAR tiene 3.100 reclusos; cuando se discutió la ley de humanización del sistema una de las cosas 
que se dijo fue que se iba a descongestionar el COMCAR pero estamos igual que antes. Quiero ver 
-conociendo cómo se hacen las cosas- si en Julio vamos a sacar quinientos presos para la cárcel de Libertad, 
que es otro establecimiento absolutamente inadecuado a donde nadie quiere ir; los parientes no quieren que 
los reclusos sean trasladados allí porque les queda a cincuenta kilómetros de Montevideo y les cuenta mucho 
hacer las visitas. Entonces, vamos a seguir así "in eternum" si el Gobierno no se aboca a la construcción de 
nuevas cárceles. Sinceramente creo -estoy dando mi opinión y los hechos lo están demostrando todos los 
días- que las situaciones de sangre se van a ir repitiendo. 


Es cierto que, de acuerdo a lo previsto en la Rendición de Cuentas, van a ingresar más funcionarios 
a la Dirección Nacional de Cárceles, pero tengo la sensación de que no van a alcanzar. Si tenemos que seguir 
presenciando cómo se quitan la vida los presos en los establecimientos carcelarios y nadie hace nada, me 
parece que estamos haciendo la vista gorda a cosas que son gravísimas. Dejo sentada mi opinión 
simplemente porque esas cosas no deben suceder; no podemos acostumbrarnos a que esas cosas sucedan. 


SEÑORA PERCOVICH.- Por supuesto que esas cosas no deben suceder. En ese sentido, creo que se está 
encarando la construcción de nuevas cárceles con un gran esfuerzo. Desde hace mucho tiempo se da una 
situación de hacinamiento en la mayoría de las cárceles y esto ha ido aumentando ya que la inflación penal ha 
ayudado bastante en ese sentido; obviamente, eso trae consecuencias. El hacinamiento es el peor problema 
que tienen nuestras cárceles. Entonces, cuando venga la señora Ministra, creo que sería bueno que diera la 
información necesaria acerca de las cosas que se están haciendo. Yo no creo -como acaba de afirmar el 
Senador Moreira- que no se esté haciendo nada frente a una realidad sumamente compleja. 


En realidad, solicité la palabra para referirme a otro tema, que refiere a qué vamos a hacer con la 
información que recibimos. Muchas veces recibimos información de omisión de un Poder con el que, por 
supuesto, sólo podemos interactuar ya que no podemos imponerle nada. En ese sentido, quisiera agregar a 
las propuestas del señor Presidente la de acercar esta información a la Suprema Corte de Justicia. Los 
Legisladores y las Legisladoras muchas veces recibimos información de una incorrecta actuación de los 
jueces teniendo un buen marco legal para hacerlo bien. Por tanto, creo que es nuestra obligación acercar esta 
información a la Suprema Corte de Justicia porque después, cuando tenemos que votar a los integrantes de 
este u otros órganos, vemos currículums que no dicen cuál ha sido la actuación de los Jueces. Creo que de 
esa forma nosotros ayudamos a que se tenga en cuenta que es muy importante conocer la actuación de los 
Jueces en cada lugar y en cada rincón del país para el ascenso, en el que no sólo se debe tener en cuenta el 
recorrido de los departamentos. 


SEÑOR BERNINI.- Comparto totalmente la preocupación del Senador Moreira en cuanto a la situación 
existente. También comparto que esto en gran parte es producto de las condiciones en las que se encuentran 
los reclusos y del hacinamiento como el escenario marco que inevitablemente lleva a situaciones 
embromadas. De todas maneras, quiero decir que yo tengo una imagen diferente respecto a cuál sido la 
actuación del Gobierno 


Antes de llegar acá pedí alguna información puntual. La cárcel de Rivera fue hecha en el año 1927; 
hace cincuenta años que no se hace nada allí. Por primer vez se está tratando de buscar mecanismos o 
salvar errores cometidos en el pasado reciente. ¿Quién puede dudar que la compra de los módulos para lo 
único que ha servido es para facilitar buenos cortes a los presos? Porque la calidad es horrible y es lo más 
inapropiado que existe. En definitiva, hay que salvar esas situaciones y generar nuevas plazas. Ya se han 
construido centenares de nuevas plazas, y el Comisionado Parlamentario recién pasaba la información. 
Estamos hablando de mil plazas nuevas. Eso es hacer. 


También tengo clara la opinión del Comisionado Parlamentario en cuanto a la política carcelaria, al 
esfuerzo de inversión del Estado -que fue aprobado cuando se trató el Presupuesto y la Rendición de 
Cuentas- para ir abatiendo ese hacinamiento, apostando a las chacras penitenciarias, tratando de reparar o 


construir nuevos lugares. En 1927 era normal que los establecimientos estuvieran en medio o al costado de la 
plaza, y esto pasa en varios lugares del interior del país. Para poder ejecutar eso hace falta inversión y tiempo, 
y ni qué hablar del ingreso de personal para cubrir no menos de quinientas plazas en el sistema carcelario. 
Esto puede llegar a redundar en un fortalecimiento de la atención del tema. 


Seguramente, cuando concurra la señora Ministra y su equipo nos van a informar. Una de las 
preguntas va a ser qué está haciendo el Ministerio del Interior y este Gobierno para resolver un problema por 
el que, insisto, estoy muy preocupado. Queremos saber qué acciones concretas, qué inversión -porque no es 
un gasto- se están tratando de llevar adelante, en qué etapas se está al respecto y en qué tiempos, porque 
una cárcel nueva no se puede hacer en dos días; hay que tener los recursos, conseguir el lugar y construirla. 


SEÑOR PENADES.- Sin perjuicio de compartir la intervención del Senador Moreira, creo que nosotros en 
algún momento debiéramos sentarnos a pensar para qué estamos acá. Considero que nos ha invadido la 
urgencia de la realidad y no hemos tenido tiempo de tener bien claro qué es el Comisionado Parlamentario y 
cuál es la misión que tiene esta Comisión. Por lo pronto, quizás para facilitar la tarea, comparto que la versión 
taquigráfica de esta sesión sea enviada a diferentes organismos, pero no creo que sea el mecanismo por el 
cual esta Comisión debiera relacionarse con los demás poderes del Estado. Yo no comparto que ese sea el 
mecanismo, como tampoco que consista en recabar información y luego no saber ni tener muy en claro qué 
hacer con ella 


Creo que hay medidas que se pueden adoptar, medidas que no se deben adoptar y situaciones que 
no se deben realizar. 


Me parece que esta Comisión haría muy bien en sentarse con tranquilidad, sin la presencia del 
Comisionado Parlamentario y sin versión taquigráfica, para ponernos de acuerdo en el funcionamiento, los 
mecanismos, la labor y hasta dónde llegar nuestra tarea, porque nosotros tampoco nos podemos encumbrar 
ni sustituir otras labores que corresponden a otros Poderes del Estado ni menospreciar o subutilizar la 
herramienta por la cual creamos el Comisionado Parlamentario y la labor que debamos cumplir nosotros. Por 
lo tanto, solicito a la Secretaría que me haga llegar la ley para leerla nuevamente. Quizás sea bueno que en 
una próxima reunión podamos dedicarnos a discutir sobre este tema. Creo que hay muchos criterios para 
discutir con el propio Comisionado Parlamentario. Esto ya lo habíamos dicho en alguna Comisión anterior, 
pero todavía no se ha realizado. Me temo que si no centramos nuestra labor rápidamente podemos caer en 
una especie de libro de quejas, en el cual no nos quede más que la constatación de lo horrible que está la 
situación por diferentes motivos -que se han discutido luego de la intervención del Senador Moreira y de otros 
colegas- y no sepamos qué hacer. 


Por lo tanto, mociono para que nos demos un tiempo de discusión y también de discusión política y 
después proceder. 


Por lo pronto, a mí me ha sorprendido la labor del Juez y me inclinaría por decir en primera instancia 
que esta Comisión podría poner en conocimiento del Poder Judicial, con toda la formalidad que corresponda, 
un documento que no sea la versión taquigráfica del Comisionado Parlamentario, sino un informe que se 
realiza como consecuencia de, y que la Comisión lo avala políticamente. Digo esto porque acá el responsable 
político no es el Comisionado Parlamentario, sino que los responsables políticos somos nosotros. 


En ese sentido, solicitaría que nos diéramos un tiempo para reflexionar y ponernos de acuerdo en 
estas cosas que creo son muy importantes y que no van a convertir una herramienta que todos consideramos 
muy positiva en una herramienta ineficiente, ineficaz o que deje de prestar el servicio y deje de tener la 
importancia que todos pretendemos que tenga. 


Por este motivo, solicitaría que esta discusión se diera en la próxima reunión y nos pusiéramos de 
acuerdo con los criterios y los procedimientos formales a seguir, que debemos respetar muy rigurosamente. 


(Diálogos) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Comparto lo que manifiesta el señor Senador PENADES en cuanto a que esta 
Comisión tiene que ir definiendo acciones. Hemos tenido un tiempo para hacer un seguimiento de la situación 
carcelaria, y a partir del conocimiento de esa situación podemos tener la capacidad de hacer o no propuestas 
que la modifiquen si así lo entendemos pertinente. Creo que entramos en una etapa en la que esta Comisión, 


desde el momento en que tiene las conclusiones que el Comisionado Parlamentario le envió, si las hace 
suyas, si las comparte, naturalmente puede recomendar al Poder Ejecutivo acciones a adoptar en esta 
materia. 


Además me permito adelantarles que en los últimos meses, y a raíz de las actuaciones de la 
Comisión Parlamentaria, el Ministro saliente del Interior había entendido -particularmente lo había conversado 
conmigo- la necesidad de establecer un programa de fuerte impacto sobre la infraestructura carcelaria, que en 
estos momentos el Ministerio del Interior estaba abocándose a determinar, precisamente en el sentido que 
planteaba el señor Diputado Bernini. Aparece claramente identificada la absoluta imposibilidad de llevar 
adelante políticas carcelarias con alguna posibilidad de recuperación o de reinserción de los presos en la 
sociedad, en las actuales condiciones edilicias. Esto lo reconoció ante nosotros el Director Nacional de 
Cárceles en la primera oportunidad en que concurrió. 


Entonces, la cuestión es identificar claramente un programa de acción que implique la construcción 
de ese edificio, dónde se hará, qué tipo de módulos tendrá, y cuáles serán sus características y su costo. 
Según nos había informado el Ministro saliente, todo esto está en elaboración; la oportunidad pretendía ser 
-digo pretendía ser porque ahora tenemos otro Ministro- la próxima Rendición de Cuentas, porque en 
definitiva, para que el Poder Ejecutivo pueda solicitar recursos al Poder Legislativo a fin de instrumentar la 
construcción de cárceles no alcanza con que venga y diga que necesita US$ 10:000.000. Todos nosotros 
estaríamos preguntándonos dónde se van a construir y qué características van a tener. Reitero: esto es a lo 
que está abocado el Ministerio. Tal vez nosotros, como Comisión podamos participar, discutir y dar nuestra 
opinión al Ministerio sobre las características que podría tener esa cárcel. Me pareció importante señalar esto. 


Naturalmente, ahora hay un cambio de Ministro y, como Comisión tenemos que establecer la 
sintonía con él. Hago esta propuesta y planteo que en una futura reunión de esta Comisión analicemos y 
hagamos un balance de lo actuado así como de los comentarios y conclusiones del Comisionado 
Parlamentario para ver, como Comisión, qué podemos plantearle al Poder Ejecutivo. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Pensé que el señor Presidente había pedido una intervención para aclarar el tema del 
médico pero se mandó una perorata. 


De todas maneras, yo quería ingresar al mismo tema. Sinceramente, tengo una visión que por lo 
menos quisiera compartir como adelanto de lo que plantea el señor Senador PENADES, que creo que 
debemos darnos. Todos los Legisladores nos estamos inaugurando con respecto a la institución Comisionado 
Parlamentario para el Sistema Carcelario; nunca tuvimos uno y, por lo tanto, en este momento estamos 
acomodándonos a esa realidad. Me parece que la tarea fundamental de esta Comisión es el vínculo con el 
Comisionado Parlamentario, que es un funcionario de este Parlamento, que debe cumplir determinadas tareas 
-a mi juicio las cumple muy bien- que están, inclusive, establecidas en la ley que nosotros votamos. Además, 
tiene otras responsabilidades y obligaciones que tienen que ver con las recomendaciones que hace 
directamente a los organismos en los cuales observa dificultades. Yo temo que con estas sesiones de larga 
descripción de hechos nos estemos transformando todos en comisionados parlamentarios o en detectives, y 
no creo que esa sea la tarea de los parlamentarios. Me parece que va por otro lado. Nosotros reclamamos 
esta Comisión porque necesariamente debíamos generar el vínculo institucional con el Comisionado 
Parlamentario que además tiene otras formas de relacionamiento con el Poder Ejecutivo, especialmente con 
el Ministerio del Interior. 


Reitero: me temo que tal vez estemos confundiendo un poco los roles. Por lo tanto, creo que es 
correcto el planteo que hace el señor Senador PENADES en cuanto a repasar el texto de la ley y la versión 
taquigráfica porque me consta que hasta que no existió esta institución y hasta que no se formó esta Comisión 
existiendo la institución Comisionado Parlamentario, su tarea igual se llevaba adelante. Lo que faltaba era el 
vínculo con el Parlamento del cual él depende, a los efectos de rendir cuentas de lo actuado. Me consta que el 
Comisionado Parlamentario cumplió con todas las demás tareas, y lo hizo a tal extremo que sus informes eran 
transmitidos a la Comisión de Derechos Humanos del Parlamento, que fue la que identificó como correcta 
para hacer, de alguna forma, una rendición de lo actuado. Esto lo hizo permanentemente frente a la Comisión 
de Derechos Humanos, con un trato directo y urgente, cuando las circunstancias lo requerían, con las 
Presidencias de turno. Por lo tanto, me parece que sería bueno que bajáramos los decibeles y que 
analizáramos cuál es nuestro rol que, tal como recuerdo según el texto de la ley, fundamentalmente es 
generar el vínculo con el Comisionado Parlamentario y recibir no solo la información de los hechos sino las 
recomendaciones que sobre estos él da a los organismos correspondientes, que no son siempre los mismos. 


Quería hacer esta aclaración porque esa es la visión que tengo sobre lo que es nuestra tarea. 


SEÑOR CID. - En cuanto al tema que planteaba un compañero de la Comisión relativo a la calidad de la 
asistencia prestada al detenido, podría decir que creo que estos son los típicos casos que quedan sin 
resolverse. Este país ha atravesado situaciones de maltrato a detenidos en años anteriores, a muchos 
compañeros nuestros, lo que ha motivado discusiones importantes dentro del Sindicato Médico y de la 
Federación Médica del Interior, caracterizándolas como fallas éticas importantes. Las fallas éticas no las 
puede laudar la Justicia; tampoco el Ministerio del Interior. Por lo tanto, me resulta un poco chocante que no 
se investigue y que no se deriven las conclusiones de esa investigación a algún organismo pertinente, ya sea 
a la Comisión Honoraria del Ministerio de Salud Pública que atiende los temas éticos o a alguna gremial que 
los atiende, tanto en FEMI como en el Sindicato Médico del Uruguay. Me parece que esto es relevante y que 
no lo podemos dejar como un hecho anecdótico sino darle su trámite pertinente. 


La otra reflexión que quería hacer refiere a que una de las consultas o denuncias más frecuentes 
está vinculada a los temas de salud. En el relevamiento que hace el Comisionado Parlamentario -el tema de 
los traslados es uno de ellos- la salud predomina como denuncia. Y no entiendo muy bien por qué seguimos 
atomizando la asistencia médica, y la cobertura médica de los institutos penitenciarios sigue en la esfera de la 
Dirección Nacional de Policía dado que, en realidad, cuando hay un proceso de afectación de la salud van a 
un área de Salud Pública. Creo que merecería reflexionarse sobre este elemento para poder plantearlo a la 
futura Ministra. 


Finalmente, quisiera manifestar que estoy de acuerdo con lo que ha dicho el señor Senador 
PENADES en cuanto a abrir un ámbito de discusión y a ver con claridad dónde aspiramos a llegar. Pero no 
podemos olvidar que somos una Comisión derivada de la Asamblea General y vamos a tener que elevar 
nuestras conclusiones a su debate para que avale o no nuestras posiciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si les parece, ya que pronto tenemos que convocar a una nueva reunión de la 
Comisión por el tema que nos quedó pendiente sobre la elección de Presidente y Vicepresidente de esta 
Comisión, quedaríamos comprometidos en esa misma ocasión a abrir el debate que se ha propuesto, que me 
parece correcto y sano. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 15 y 15) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


